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Expediente 66682-31-03-001-2009-00113-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que interpuso la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en el proceso de tutela que interpuso la señora Gloria Nancy Orozco Giraldo contra la Secretaría de Salud Departamental y al que fue vinculada la impugnante.

ANTECEDENTES

Relata la actora que hace siete años empezó a sentir fuertes dolores de cabeza; como no se le ha suministrado un tratamiento especializado y sus molestias continúan, tuvo que retirarse del trabajo y se encuentra impedida para realizar algunas actividades cotidianas; el Hospital Universitario San Jorge, el pasado 18 de enero, ordenó valoración por neurólogo para iniciar tratamiento médico al cuadro de cefaleas a repetición que padece, sin que se programe la respectiva cita; acudió nuevamente a la entidad y se le  informó que podía tardar por lo menos ocho meses y ante esa respuesta se dirigió a la Secretaría de Salud Departamental donde tampoco obtuvo respuesta positiva.

Considera lesionados sus derechos a la igualdad, seguridad social y salud y para protegerlos, solicita se ordene a las accionadas que gestionen y autoricen la valoración por neurólogo en las condiciones requeridas y se le otorgue una tutela integral.

ACTUACIÓN PROCESAL

Por auto del pasado 29 de abril se admitió la acción y se ordenaron las notificaciones de rigor. Posteriormente se dispuso vincular a la actuación a la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira.
El Secretario de Salud del Departamento se pronunció por medio de apoderado para expresar, en resumen, que el demandante, en calidad de vinculado, tiene derecho a la atención que prestan las instituciones públicas y aquellas privadas que tengan contrato con el Estado y que para ese fin, suscribió el Convenio SS 001 del 3 de enero de 2008 con el Hospital Universitario San Jorge, en el que se  incluye como obligación a cargo suyo prestar los servicios que constituyen su objeto a la población pobre sin seguridad social. Por tanto, es el referido hospital el obligado a suministrar la totalidad del tratamiento que reclama el accionante.

La asesora jurídica del Hospital Universitario San Jorge dijo en el escrito de respuesta que verificados los archivos del hospital no se encontró historia clínica de la señora Orozco Giraldo, es decir que allí no se le ha prestado ninguna atención, pero que se verificó que la misma fue remitida del Hospital San Vicente de Paúl de Santa Rosa de Cabal para valoración por neurología, la que se programó para el 13 de mayo.  Por ello considera que no se ha vulnerado derecho fundamental alguno y pide denegar las pretensiones incoadas.
Se desató la instancia con sentencia del 13 de mayo de 2009, en la que se otorgó la protección reclamada y se ordenó a la ESE Hospital Universitario San Jorge que una vez valorada la actora por el neurocirujano, proceda a autorizar todas las órdenes médicas relacionadas con exámenes, diagnósticos, tratamientos, servicios y  procedimientos que requiera para su patología actual, estén o no incluidos en el POSS; además la autorizó repetir ante la Secretaria Departamental de Salud por los pagos que en exceso deba asumir.
Consideró el juzgado que a pesar de haberse otorgado cita a la demandante para ser valorada por neurólogo, tal acto no es suficiente para satisfacer las pretensiones incoadas.
Inconforme con el fallo, lo impugnó la entidad obligada a cumplirlo. Argumentó que dentro de su portafolio de servicios no incluyen exámenes de resonancia magnética nuclear, especiales para diagnosticar patologías neurológicas como los que requiere la paciente; tampoco  prestan atención del cuarto nivel, ni suministran medicamentos a pacientes ambulatorios.  Por lo tanto, insiste que es la Secretaría de Salud Departamental la que debe asumir la atención y pide que se revoque el fallo recurrido.
CONSIDERACIONES
1) El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata  de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2) Sobre la protección del derecho a la salud de la accionante la decisión del juzgado no merece reparo alguno, pues siendo un derecho fundamental y demostrado como está con los documentos aportados con la demanda que el médico que la trata le recomendó valoración por neurología, la omisión en la prestación de ese servicio justificaba conceder el amparo reclamado.

3) El artículo 152 de la Ley 100 de 1993 señala como uno de los  objetivos del sistema general de seguridad social en salud, crear condiciones de acceso a toda la población en los diferentes niveles de atención y en el artículo 201 creó los regimenes contributivo y subsidiado. El primero lo integran todas aquellas personas que tienen una relación laboral regida por un contrato de trabajo, los pensionados, los servidores públicos y los trabajadores independientes con capacidad de pago; el segundo se diseñó  para la población más pobre y vulnerable que sea identificada como tal. Serán vinculados al sistema aquellos que no tienen capacidad de pago, mientras logran acceder a él. (artículos 26, 29 y 32 del Decreto 806 de 1998).

En relación con los beneficios en materia de salud para este último grupo, dice el artículo 33 del decreto citado, en su parte pertinente:

“Mientras se garantiza la atención a toda la población pobre y vulnerable al régimen subsidiado, las personas vinculadas al régimen de seguridad social, tendrán acceso a los servicios de salud que prestan las instituciones públicas y aquellas privadas  que tengan contrato con el Estado para el efecto, de conformidad con la capacidad de oferta de estas instituciones y de acuerdo con las normas sobre cuotas de recuperación vigentes.”

De acuerdo con las competencias definidas por el legislador, la prestación de los servicios de salud del primer nivel para esa clase de población, es responsabilidad del respectivo municipio; a los departamentos corresponde cubrir las necesidades médicas de los  demás niveles, teniendo en cuenta la distribución de los recursos que establece el artículo 49 de la ley 715 de 2001, en su inciso 3º.

4) En el asunto sometido a estudio, la señora Gloria Nancy Orozco Giraldo hace parte del grupo de colombianos que aún no logra pertenecer al régimen subsidiado creado por la Ley 100 de 1993, como lo expresó en la declaración rendida en el curso de la primera instancia.

A la citada señora, médico general de la ESE Hospital San Vicente de Paúl de Santa Rosa de Cabal la remitió al Hospital Universitario San Jorge de Pereira para que se le concediera cita para valoración por neurología debido al cuadro de cefaleas a repetición de siete años de evolución como lo acreditan los documentos que aquella incorporó a la actuación al formular la acción y en razón a que no hacen parte del primer nivel de atención, corresponde a la Secretaría de Salud del Departamento garantizar su prestación.

Para tal efecto suscribió convenio con la ESE Hospital San Jorge de esta ciudad, entidad que al conocer de la acción inmediatamente procedió a conceder la cita requerida y en el curso de esta instancia se estableció que se practicó a la actora la valoración médica especializada recomendada, como ella misma lo informó al despacho, según constancia que obra a folio 7 del cuaderno No. 2. 
En consecuencia, como cesó la perturbación, la solicitante carece de interés jurídico en obtener amparo; desapareció el sentido y objeto de una acción de esta naturaleza, que se contrae a la protección inmediata de los derechos fundamentales afectados de manera actual e inminente.
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“Considera esta Corporación que es improcedente la acción de tutela cuando el motivo o la causa de la violación del derecho ha desaparecido, por cuanto cualquier decisión al respecto sería ineficaz:

"La acción de tutela ha sido concebida, como un procedimiento preferente y sumario para la protección efectiva e inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de un particular en los casos que determine la ley. Así las cosas, la efectividad de la acción, reside en la posibilidad de que el juez si observa que en realidad existe la vulneración o la amenaza alegada por quien solicita protección, imparta una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho en disputa. 

"Sin embargo, si la situación de hecho que genera la violación o la amenaza ya ha sido superada, el instrumento constitucional de defensa pierde su razón de ser. Es decir, la orden que pudiera impartir el juez, ningún efecto podría tener en cuanto a la efectividad de los derechos presuntamente conculcados, el proceso carecería de objeto y la tutela resultaría entonces improcedente." Sentencia T- 100 de 1995 (M.P. Doctor Vladimiro Naranjo Mesa).”

Se declarará entonces superado el hecho que dio lugar a la tutela, aunque se confirmará la decisión por medio de la cual se concedió la protección y se ordenó autorizar el servicio médico especializado, toda vez que cuando se profirió la sentencia aún no se había realizado y por ende, como se producía la lesión al derecho a la salud, resultaba menester brindar la protección reclamada para garantizar además derechos como la vida en condiciones dignas y la integridad física de la demandante, mas no el de petición, como lo decidió la funcionaria en el fallo objeto de revisión, que no se ve en qué forma resultó lesionado, ni orden alguna se impuso para ampararlo. 
5) A la ESE Hospital San Jorge de Pereira se le mandó además prestar los demás servicios que requiera la paciente y que recomiende el médico tratante, pero esta última obligación no ha debido imponérsele en términos tan generales como aquellos que contiene el fallo, toda vez que su competencia está limitada por los términos del contrato de prestación de servicios que suscribió con la Secretaría de Salud del Departamento que es la llamada a garantizar los servicios médicos a quienes tienen la calidad de vinculados, porque aún no acceden a alguno de los regímenes previstos por la Ley 100 de 1993.

En consecuencia, como en la sentencia que concede el amparo constitucional debe expedirse una orden concreta, han debido deslindarse las obligaciones que deben asumir las dos entidades vinculadas al proceso, en forma tal que cada una tenga certeza de aquella por la que debe responder, lo que además permitirá a la accionante exigir su cumplimiento a la que debe satisfacer la respectiva prestación. 

Por lo tanto y atendiendo los argumentos de la ESE impugnante, se modificará el numeral segundo de la sentencia en relación con el tratamiento integral que se le ordenó suministrar al paciente, para limitarlo a las cláusulas del contrato que suscribió con la Secretaría de Salud del Departamento.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE :

1.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal en la acción de tutela promovida por la señora Gloria Nancy Orozco Giraldo contra la Secretaría de Salud del Departamento y la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira, excepto en cuanto al amparo otorgado para proteger el derecho de petición que se REVOCA, pero se declara superado el hecho respecto a la valoración especializada que se ordenó y ACLARANDO el numeral segundo de ese fallo en el sentido de que la responsabilidad de la ESE citada, respecto a las órdenes genéricas que se le impartieron, queda limitada a las cláusulas del contrato que suscribió con la entidad territorial, que deberá garantizar las demás. 
2.- Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

3.- Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 ibídem. 
CÓPIESE. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO         

JAIME ALBERTO SARAZA NARAJO 
� Sentencia T-409 del 23 de mayo de 2002. M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra
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